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Acta N° 203 de mayo 5 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Ministerio Público y las Defensorías del Pueblo regionales de Risaralda y Caldas. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide que “Se ordene al tutelado DE MANERA INMEDIATA ADMITIR y dar tramite a MI ACCION Popular, amparado en el art 16 ley 472 de 1998 pues … le está PROHIBIDIO CONVERTIRSE EN LA SUCEDANEA DE MI ELECCION… (sic)”; además; que se aporte copia de la tutela a la acción popular; se escanee copia de este libelo y del fallo a un correo electrónico; brindarle copia física e íntegra de toda la acción; que se disponga el trámite de acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si posiblemente viola la Ley 734 de 2002 al negarse a impetrar libelos similares a su nombre y se le conmine a cumplir su función deber; se ordene a la demandada aportar copia de todos los documentos que solicitó en sus pruebas, para que obren en esta tutela, y se investigue el actuar de esta operadora judicial en asuntos en los que han prosperado acciones de tutela en su contra por inaplicar la ley, al creer que puede convertirse en su sucedánea de su elección.
 



Dijo en su escrito que la Defensora del Pueblo en Caldas, se niega a impetrar tutelas a su nombre, incumpliendo su deber función;  presentó acción popular que quedó anotada en el despacho judicial accionado con el número de radicación “2015-710”, la cual fue rechazada por falta de competencia, pero olvidó la funcionaria que se apoyó en un conflicto resuelto por la Corte Suprema de Justicia; presentó reposición y en subsidio apelación, para que se tramitara en el domicilio de la entidad accionada en la ciudad de Pereira, pero no se repuso y se negó su impulso en el lugar escogido a prevención, según lo señalado por el artículo 16 de la Ley 472 de 1998  y el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y las Defensorías del Pueblo regionales Risaralda y Caldas. La Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos e intereses colectivos. Por su parte, la funcionaria accionada, informó que el libelo de que da cuenta la acción de tutela  fue remitido por competencia al Juez Civil del Circuito de Pasto, teniendo en cuenta que los hechos presuntamente violatorios de derechos colectivos están vinculados a una sucursal del Banco WWWB SA, localizado en esa ciudad.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa, del aparente desconocimiento, se entiende, de la regla fijada para asumir el conocimiento, por competencia, de una acción popular.

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen. 

Por una parte, si el auto que rechazó la demanda y ordenó la remisión a otra ciudad data del 7 de octubre de 2015, es claro que se rompe la regla de la inmediatez, propia de esta clase de actuaciones, pues entre esa fecha y la de promoción del amparo (22 de abril de 2016), transcurrieron más de seis meses, que es el tiempo que se estima razonable para procurar por esta vía el quiebre de una decisión judicial, sin que se exprese o pruebe razón alguna que hubiera impedido hacerlo antes. 

Y aun superado este escollo, se tiene que si el Juzgado Civil del Circuito de Pasto no ha tomado ninguna determinación, todavía estaría por definirse lo relativo a la competencia, porque es sabido que al recibir el expediente del caso, tendría la opción de asumir la misma o, si considera que no la tiene, generar el conflicto correspondiente, que dirimiría la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Si esto es así, queda al descubierto lo prematuro del presente trámite, pues en el camino quedarían alternativas para el accionante de recurrir las providencias que eventualmente se dicten. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existen otros remedios de defensa judicial por agotar.
Por consiguiente, en los términos del numeral 1° del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, la acción se declarará improcedente, en cuanto toca con el despacho judicial accionado,  

 



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. Se negarán, por infundadas, las solicitudes referidas al aporte de documentos, ya que nada tiene que ver con la trasgresión de los derechos que se invocan, entre otras cosas, porque tal requerimiento debe hacérselo al juzgado mismo, y ante la no prosperidad del amparo, cae de su peso la petición última, relacionada con que se investigue el actuar de la parte demandada, sí por demás, no le atañe a esta Corporación esa función. 

  



Y en lo que corresponde a la petición contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se advierte que su pretensión es concreta, que se determine “si posiblemente viola ley 734 de 2002 al negarse a impetrar tutelas a mi nombre y se le ordene cumpla su función deber…”. Como eso es  así de claro, no corresponde a esta Colegiatura definir cuestiones que son de carácter disciplinario, que es a lo que se refiere la aludida ley, y para formular la denuncia que estime pertinente tiene el accionante abierto el camino bien ante el superior funcional de la Defensoría acusada, o bien ante la Procuraduría General de la Nación. 

  



Más aún, en el caso concreto no se ha demostrado que para promover la presente acción, el señor Arias Idárraga hubiese elevado alguna solicitud y se le hubiera negado; y no podría pensarse que se trate de cualquier gestión genérica realizada con anterioridad, pues eso implicaría, como ya lo ha dicho esta Sala en otras ocasiones, que habría más de una tutela por los mismos hechos y derechos, contra una sola entidad, como parece ser que ya ocurre, según la respuesta que en múltiples casos ha suministrado esa dependencia. Adicionalmente, si no se entendiera que el reclamo tiene que ver con este específico asunto, se llegaría al absurdo de una acumulación de pretensiones contra dos sujetos completamente diferentes, por hechos que carecen de conexidad y en la búsqueda de unas declaraciones distintas respecto de cada uno.

  



Por tanto, se absolverá a dicha Defensoría y a las demás entidades involucradas, de las que no se encuentra trasgresión alguna.
DECISIÓN
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.

Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92
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